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6° Simposio Sobre Legislación Tributaria Argentina

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 10 al 12 de agosto de 2004

Comisión N° 1: “El tratamiento fiscal de las entidades sin fines de lucro: problemas derivados de la aplicación de la legislación vigente en nuestro país”.
DR. ALBERTO MARTÍN GOROSITO

EXENCIONES TRIBUTARIAS DE ENTIDADES CON AUTORIDAD DE APLICACIÓN Y REGULACIÓN DISPUESTAS POR LEY: INCOMPETENCIA AFIP-DGI

1. EL CASO DE LOS SEGUROS DE SEPELIO

La ley del IVA contenía, en el  artí​culo 7°, inciso h) punto 2) de la Ley del impuesto al Valor Agregado (texto ordenado en 1997), una exención para los “seguros de vida de cualquier tipo”; la cuestión era si aquélla comprendía a los seguros de sepelio.

En principio, el organismo fiscal entendió que el seguro de sepelio es distinto del seguro de vida
, y que a los seguros en caso de muerte eran los únicos a los que se aplicaba la exención en el IVA. 

Sin embargo, el autor citado por dicho dictamen, trata específicamente el seguro de sepelio, y su conclusión es exactamente opuesta a la del dictamen fiscal. En efecto, señala que si bien alguna vez se discutió acerca de la naturaleza jurídica del seguro de sepelio por el hecho de tener un destino específico de indemnidad patrimonial, lo cierto es que su estructura técnica es la propia de los seguros de vida,  y como tal la interpretación del negocio jurídico debe atender a esta circunstancia. Por ello, a los seguros de sepelio les son aplicables las normas relativas al seguro de vida, sea que el contrato se formalice como negocio independiente o como seguro colectivo.

Acertadamente, la propia Dirección de Asesoría Legal revió su posición
, señalando que la expresión “seguros de vida de cualquier tipo” que contenía en la Ley del impuesto al Valor Agregado, comprendía los seguros de sepelio, y por ende, se encontraban exentos del gravamen.

Fundamentó su posición en lo dispuesto por la ley de entidades de seguros 20.091, en cuanto a que el ejercicio de la actividad aseguradora está contro​lada por la Autoridad de Aplicación, que es la Superintendencia de Seguros, y que la misma, en ejercicio de sus facultades, dictó la Res. 21.523/92 (B.O. 14/01/92) que reglamentando la ley citada, requirió conforme su art. 30 la autorización de la Rama Vida, para operar en los seguros de sepelio, entre otros.

También tuvo en cuenta que la citada Superintendencia no encontró fundamentos técnicos que sustenten un tratamiento impositivo distinto entre los seguros que se encuentran en el Capítulo III, Seguros de Personas, de la Ley de Con​tratos de Seguros N° 17.418.

Nótese como el servicio jurídico oficial tuvo en cuenta el pronunciamiento de la Autoridad de Aplicación, en materia negocial que es objeto de regulación legal específica.

1.1. La nota externa 10/99

Sin embargo, la nota externa 10/99 de la AFIP contradijo esta fundada posición, sin –como es costumbre de este organismo- dar razón alguna.

Recordemos que esta historia finalizó con la reforma del decreto reglamentario de la ley, en el mismo sentido que la citada nota externa –reforma claramente ilegal, por introducir una restricción que la ley no contenía-, y la posterior modificación de la ley, derogando la exención.

1.2. Las facultades de la Superintendencia de Seguros
La ley 17.418, incorporada al Código de Comercio, es la que define el contrato de seguro y regla sus características. A su vez, la ley 20.091 (sucesora de la ley 11.672), es la que dispone los procedimientos a seguir por quienes deseen incorporarse al comercio de seguros, creando la autoridad de control, denomi​nada Superintendencia de Seguros.

El ejercicio de la actividad aseguradora queda sometida al régimen de la última ley citada, y al control de la autoridad creada por ella. Establece los requisitos para obte​ner la autorización de operar, que la otorgará la Superintendencia. La resolución denegatoria de este organismo, será recurrible judicialmente, pero no por el juez de registro del domicilio de la entidad, sino por la vía especial creada por la propia ley.

La autorización de la Superintendencia es requisito indispensable para la inscripción en el Registro Público de Comercio .

La ley dispone que el control exclusivo y excluyente del funcionamiento y actuación de todas las entidades de seguros sin excepción, corresponde a la autoridad de control organizada por esta ley, con exclusión de toda otra autoridad administrativa nacional o provincial; pero, la Superintendencia podrá requerir a estas últimas su opinión en las cuestiones vinculadas al régimen societario de las entidades cuando lo estime conveniente.

Remitiéndonos a la jurisprudencia, ha dicho la Corte que la Superintendencia de Seguros de la Nación es una entidad autárquica en jurisdicción del Ministerio de Economía, que tiene por función el control de los aseguradores en toda la República, en relación al régimen económico y técnico en salvaguarda, primordialmente, de la fe pública y de la estabi​lidad del mercado asegurador. También señaló que la típica forma de producir en masa y la función social del seguro exigen que la autoridad de control disponga de los medios indispensables para salvaguar​dar los fines que le son propios y el bien común específico ínsito en ella. De allí las extensas facultades de control y decisión de la Superintendencia de Seguros y la necesidad de reconocer al organismo una razonable amplitud para apreciar los factores y datos técnicos que entran en juego en la materia.

Dijo además la Corte que el sistema de control estructurado por la ley 20.091 demuestra la preocupa​ción del legislador por resguardar la confianza pública en el sistema de seguros, al implementar un control no sólo para las entidades autorizables, sino también con referencia a los planes de seguros y sus elemen​tos técnicos y contractuales
 

En relación a las decisiones adoptadas por la Superintendencia, el Alto Tribunal sentenció que a los fines de completar el plazo para dar cumplimiento al plan de regulari​zación y saneamiento contemplado en el segundo párrafo del art. 31 de la ley 20.091 debe tenerse el plazo de sesenta días previsto para aquel efecto en el art. 5° de la Resolución General n° 14.595, disponiendo abrir el recurso extraordinario cuando se ha cuestionado la inteligencia de normas federales, en el caso, el art. 31 de la ley 20.091 y su reglamentación mediante la Resolución General N° 14.595
. 
Respecto de la prelación de las decisiones de organismos administrativos, la Corte dejó sin efecto la sentencia que revocó una resolución de la Superintendencia de Seguros de la Nación considerando que, dado que la actora ya había sido supervisada por el Instituto Nacional de Acción Mutual no cabía que fuera sometida a una doble supervisión, pues ha prescindido de la aplicación de la ley federal 20.091, por vía de una inadecuada interpretación de su alcance que enerva el ejercicio de un con​trol impuesto por razones de interés general.
 

No cabe entender que la ley 20.091 privilegia la actividad frente al fisco, que no puede oponerse a decisiones adoptadas por la Superintendencia, puesto que la ley 20.091 no procura crear un privilegio en favor de los que se encuen​tran autorizados a comerciar en seguros, sino que tiende a evitar situaciones que puedan afectar uno de los elementos considerados imprescindibles para el normal desarrollo y adecuado crecimiento de dicha actividad, como es la con​fianza que el sistema debe inspirar en la comunidad.
 
En el terreno operativo, mediante resoluciones la Superintenden​cia ha autorizado a distintas compañías a operar en planes de seguro de sepelio, comprendidos en el ramo Vida, lo cual dejó claro que para dicho organismo la naturaleza jurídica de dicho seguro es el de vida, lo cual no puede ser refutado por el organismo fiscal, siendo este pronunciamiento vinculante para el fisco nacional.

Ante la problemática surgida de la interpretación fiscal, la Superintendencia informó a la DGI que dentro del Cap. III de la ley de contrato de seguro n° 17.418, se encuen​tran los seguros de vida, de retiro, de salud, de sepelio y de accidentes personales, no encontrándose fundamentos técnicos que sustenten un tratamiento impositivo disímil.

Este tratamiento fue admitido por la Dirección Nacional de Impuestos, que sostuvo que corresponde clasificar al seguro de retiro entre los seguros de personas, comprendido entre las especies de Seguro sobre la vida, dictamen que compartió el Ministerio de Economía en su momento
.

1.3. La interpretación en materia tributaria

El art. 11 de la ley 11.683 (t.o. en 1978 y mod.) dispone que debe estarse a las definiciones que proporcionan las propias leyes fiscales, para interpretar sus alcances. Si así no fuera, entonces debe recurrirse a las normas, concep​tos y términos del derecho privado.

Ni la ley de impuestos internos ni la de impuesto al valor agregado proporcio​naban la definición del concepto "seguros de vida", por lo que debía recurrirse forzosamente a las disposiciones de la legislación específica que regula la materia. Y sin limitaciones, puesto que el legislador alcanzó con el beneficio a los seguros de vida de cualquier tipo, expresión que no deja lugar a interpretaciones restrictivas como las antojadizamente realizadas por la nota externa 10/99, y posteriormente por el reglamento de la ley del IVA.

En tal sentido, la ley federal 20.091 acuerda amplias facultades a la Superin​tendencia; podríamos comparar esta ley con la 11.683, y afirmar que la Super​intendencia es a la ley 20.091 lo que la DGI (hoy AFIP) es a la ley 11.683. Tanto es el símil, que las resoluciones de la Superintendencia deben ser publicadas en el Boletín Oficial, y tienen la fuerza que surge de los fallos de la Corte reseñados.

La cuestión puede verse de esta forma; si:

· la ley tributaria no define el instituto bajo análisis;

· la Superintendencia, autoridad que el Congreso de la Nación designó para entender en estas definiciones, emitió un pronunciamiento y lo ratificó poste​riormente, que excluye la intervención de otra autoridad administrativa nacio​nal, como la AFIP-DGI;

· ese pronunciamiento expresó que los seguros de sepelio quedan incluídos en la definición de seguros de vida;

· la Corte se pronunció claramente sobre la imposibilidad de prescin​dir de la ley 20.091 y las disposiciones de la autoridad de control en rela​ción a los planes de seguros, sus elementos técnicos, contractuales, etc.

· la Corte ratificó que la Superintendencia tiene amplias facultades para apreciar los factores y datos técnicos que entran en juego en la materia;

· la Corte señaló que ello no constituye un privilegio, sino tiende a evitar situaciones que puedan afectar elementos considerados imprescindibles para el desarrollo y adecuado crecimiento de la actividad, como es la confian​za pública;

· la doctrina citada por la Dirección de Asesoría Legal en el dictamen 80/97 -revisado posteriormente-, avala la posición contraria a lo allí sosteni​do;

· el servicio jurídico de la AFIP-DGI se ha pronunciado en sentido totalmente contrario a la posición finalmente sostenida por la entonces máxima autoridad del organismo

cabe preguntarse: ¿cuál es el fundamento jurídico o basamento legal que tuvo la AFIP-DGI para desconocer la definición dada por la autoridad de control exclusiva y exclu​yente, e intentar con éxito pretensiones de cobro, a las que los responsables opon​drían argumentos como los expuestos?

La respuesta es simple: ninguno. Cabe suponer que las autoridades fiscales supusieron que los responsables, basados en los pronunciamientos del servicio jurídico, intentarían demandas de repetición, y en una mezquina actitud decidió desalentarlas. Si esto no fuera así, el fisco nacional debiera saber que cuando no presenta argumentos, se expone a suposiciones.

Más allá de estas consideraciones, el caso expuesto es claramente demostrativo del conflicto de competencias que, en un malentendido interés fiscal, desata el fisco nacional, en clara violación al orden jurídico vigente.

2. EL CASO DE LAS MUTUALES Y ASOCIACIONES SINDICALES CON PERSONERÍA GREMIAL.

Ahora que hemos introducido la cuestión que nos preocupa, a través del ejemplo de los seguros de sepelio, abordaremos dos casos en particular, cuales son las asociaciones mutuales y las asociaciones sindicales con personería gremial. 

2.1. Las asociaciones mutuales

Conforme a la ley 20.321, son entidades regidas por la ley 20.321, con registro y matrícula del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social, constituidas libremente sin fines de lucro por personas inspiradas en la solidaridad, con el objeto de brindarse ayuda recíproca frente a riesgos eventuales o de concurrir a su bienestar material y espiritual, mediante una contribución periódica.

Deben inscribirse en el Registro Nacional de Mutualidades previo cumplimiento de los recaudos que establezca el Instituto Nacional de Acción Mutual. 

Son prestaciones mutuales aquellas que, mediante la contribución o ahorro de sus asociados o cualquier otro recurso lícito, tiene por objeto la satisfacción de necesidades de los socios ya sea mediante asistencia médica, farmacéutica, otorgamiento de subsidios, préstamos, seguros, construcción y compraventa de viviendas, promoción cultural, educativa, deportiva y turística, prestación de servicios fúnebres, como así también cualquiera otra que tenga por objeto alcanzarles bienestar material y espiritual.

Las mutuales pueden asociarse y celebrar toda clase de contratos de colaboración entre sí y con personas de otro carácter jurídico para el cumplimiento de su objeto social, siempre que no desvirtúen su propósito de servicio.

El patrimonio de las asociaciones mutuales estará constituido: 

a) Por las cuotas y demás aportes sociales. 

b) Por los bienes adquiridos y sus frutos. 

c) Por las contribuciones, legados y subsidios. 

d) Por todo otro recurso lícito. 

Las asociaciones mutualistas constituidas de acuerdo a las exigencias de la ley, quedan exentas en el orden nacional, en el de la Municipalidad de la Capital Federal y en el Territorio Nacional de Tierra de Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, de todo impuesto, tasa o contribución de mejoras, en relación a sus bienes y por sus actos. Este beneficio alcanza a todos los inmuebles que tengan las asociaciones, y cuando de éstos se obtengan rentas, condicionado a que las mismas ingresen al fondo social para ser invertidas en la atención de los fines sociales determinados en los respectivos estatutos de cada asociación. Asimismo quedan exentos del Impuesto a los Réditos los intereses originados por los depósitos efectuados en instituciones mutualistas por sus asociados.

La autoridad de aplicación podrá solicitar al juez competente:

· La nulidad de las resoluciones de los órganos sociales cuando fueran contrarias a la ley, el estatuto o los reglamentos.

· La intervención de los órganos de administración y fiscalización de la mutual cuando realicen actos o incurran en omisiones que importen grave riesgo para su existencia. 

Las sanciones a que se refiere el artículo anterior y liquidación judicial o extrajudicial de las asociaciones mutualistas, estará a cargo del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social, en todo el territorio de la República. El retiro de la autorización para funcionar como mutual lleva implícita la liquidación de la entidad de que se trate. De tales decisiones podrá recurrirse por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal.

La ley 19.331 crea el Instituto Nacional de Acción Mutual, que es la autoridad de aplicación del régimen legal de las asociaciones mutuales, con –entre otras- las siguientes facultades:

a) reconocer a las asociaciones mutuales y conceder, denegar o retirar a dichas asociaciones la autorización para actuar como tales en todo el territorio de la Nación, llevar el Registro Nacional de Mutualidades y otorgar los respectivos certificados; 

b) ejercer, con el mismo alcance, el control público y la superintendencia de esas asociaciones, fiscalizando su organización, funcionamiento, solvencia, calidad y naturaleza de las prestaciones y su disolución y liquidación; 

El Dto. 420/96 sustituyó este organismo por el Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual con las mismas funciones y facultades que el sustituido INAM. Posteriormente, el Dto. 721/2000 cambió la denominación a Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social (INAES),

2.1.1. La exención a las mutuales del impuesto a las ganancias, conforme la ley específica.

La ley de impuesto a las ganancias exime, en el inciso g) del art. 20, a las de las entidades mutualistas que cumplan las exigencias de las normas legales y reglamentarias pertinentes y los beneficios que éstas proporcionen a sus asociados.

Pero, resulta claro que la exención tributaria de que goza las mutuales no surge de la ley de impuesto a las ganancias, sino del art. 29 de la ley especial que regula su funcionamiento. Demostrar lo afirmado es muy sencillo: si se derogase el actual inciso g) del art. 20 de la ley de ganancias, las mutuales continuarían exentas, en virtud del citado art. 29 de la ley 20.321. 

Puesto que la exención proviene de la ley específica que regula la actividad de las mutuales, el acto de reconocimiento por parte del fisco nacional es simplemente una formalidad, y se limita a verificar que la entidad esté constituida e inscripta como tal, y no le haya sido retirada la autorización para funcionar. Es así, puesto que todo el control y fiscalización del funcionamiento, de sus actividades y operaciones, están fuera de la competencia de la DGI, siendo competencia exclusiva de la Autoridad de Aplicación representada por el INAES;  así los disponen las leyes 20.321 y 19.331. Cabe recordar que la competencia es de orden público, y no se presume, pues únicamente la acuerda y regula la ley.

Conforme a la ley 20.321, el acto administrativo regular que determine la eventual e hipotética constatación de que una mutual esté realizando actividades fuera de su reglamento, estatutos y normativa de la Autoridad de Aplicación, sólo puede emanar de la autoridad competente, que el Congreso de la Nación designó por ley en cabeza del INAES.

La ley 11.683 no le acuerda de ninguna manera competencia a la AFIP-DGI para expedirse y resolver, por acto administrativo válido, que las mutuales no se ajustan en su accionar a la ley. El organismo competente para tal decisión es el INAES, y lo que en derecho corresponde es que si el fisco nacional considera que alguna mutual ha incurrido en irregularidades, las ponga inmediatamente en conocimiento del INAES y aguarde el pronunciamiento del mismo, en tanto quede firme.

Caso contrario, fácil es advertir que el fisco nacional violaría la ley, so color de cumplirla. Ello, porque se estaría arrogando una competencia de la que carece totalmente, lo que así sostiene el propio servicio jurídico oficial de la DGI, por lo que tal conducta sería inexcusable; y porque no estaría efectuando una denuncia ante el organismo competente, como es su deber y obligación.

En este sentido, es oportuno señalar que la Dirección de Asesoría Legal de la DGI recaudador ha dicho, en relación a la Autoridad de Aplicación de las mutuales que esa función de organismo de contralor le compete desde el reconocimiento de las instituciones respectivas y durante toda su existencia legal. Sólo a él compete revocar las exenciones que se conceden; la calidad de entidad mutual sólo podrá desconocerse, denegarse o dejarse sin efecto en tanto y en cuanto el instituto competente se expida en el sentido de que no reviste el carácter de institución mutualista, calidad que sirve de fundamento al reconocimiento o mantenimiento del incentivo respectivo.

El citado dictamen señala que corresponde interpretar que hasta que no vierta pronunciamiento el órgano específicamente facultado al efecto la Dirección General deberá mantener la exención concedida. Si el fisco nacional comprueba transgresiones  correspondería dar traslado de las mismas a la Autoridad de Aplicación específica; hasta tanto se expida la mencionada institución de contralor y mientras subsista la autorización para funcionar como mutual, la DGI deberá reconocer a la misma la exención, quedando su accionar supeditado a aquélla decisión.
 

El fisco nacional no puede entender lo contrario, ya que en tal caso no sólo estaría contradiciendo a su propio servicio jurídico, sino a la doctrina de la Corte, que ha sostenido que la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo y cada ley sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan teniendo en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas o a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger
.
En la sentencia referida, la Corte analizó la ley especial 21.384, que dispuso la no exención de las asociaciones mutuales en el impuesto a las ganancias, únicamente en cuanto las utilidades derivadas de la actividad de seguros. El decisorio es totalmente aplicable al caso, puesto que la Corte tuvo en cuenta:

· que se sancionó una ley que específicamente se opuso a la exenciones subjetivas dispuestas por leyes especiales

· que dicha ley sólo tornó improcedente la exención de las utilidades proveniente de la actividad de seguros, mas no todas. Dijo la Corte  que no podía inferirse -como lo pretendía el Fisco Nacional- que la ley comentada también alcanzaba a aquellas exenciones establecidas en favor de la entidad actora en su carácter de mutual
Este criterio ha sustentado inva​riablemente la Corte, señalando que la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo que la interpretación debe evitar asignar a la ley un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptar como verdadero el criterio que las concilie y deje a todas con valor y efecto (Fallos: 306-721; 307-518 y 993). Tam​bién ha dicho que la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada norma por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan teniendo en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar en su ordenada estructuración 

En síntesis, cuando el Congreso de la Nación sanciona una ley tributaria general que restringe o limita beneficios más amplios que los acordados por otra norma de similar jerarquía y específica, lo dice expresamente, como sucedió con la ley 21.384. Ante la ausencia de tales disposiciones expresas, el beneficio más amplio y mayor dispuesto por la ley específica está plenamente vigente, pues no ha sido derogado o limitado por la ley general. 

También debe señalarse que el artículo 29 de la ley 20.321 ha dispuesto que la exención de toda tasa, gravamen, contribución o impuesto, beneficia a estas asociaciones por el simple hecho de estar constituida como Asociación Mutual. Esta disposición legal exime a las mutuales de realizar cualquier tipo de actuación tendiente al dictado de un acto administrativo de reconocimiento de dicha exención, siendo aplicable la doctrina emergente de lo sentenciado por la Corte en una legislación de similares características.

2.1.2. El caso particular del art. 7°, inc. h), pto. 6), de la ley del IVA. 

La ley del IVA exime (art. 7º, inc. h), pto. 6, t.o. 1997), los servicios prestados por las entidades comprendidas en los incisos f), g) y m) del art. 20 de la ley de ganancias, cuando tales servicios se relacionen en forma directa con sus fines específicos.

En los incisos g) y m) se encuentran las entidades mutualistas ,y las deportivas y de cultura física.

Va de suyo que determinar si el servicio prestado por una entidad mutual se relaciona en forma directa o no con sus fines específicos, es materia opinable. Conforme lo visto, la Autoridad de Aplicación en materia de mutuales es la única oficialmente autorizada y con competencia específica para pronunciarse, con validez jurídica, sobre esta cuestión.

Resolver mediante acto administrativo que una asociación mutual está realizando actividades fuera de lo permitido por sus estatutos o normativa vigente, sería la cuestión a dilucidar, faltando resolver quién es el organismo competente autorizado para decidir al respecto. 

La respuesta está en las leyes 20.321 y la 19.331: se trata de una actividad (Mutual), que mereció especial regulación por parte del Congreso de la Nación, con una autoridad oficial de aplicación, designada en el  INAES. Siendo principio general de nuestro derecho que las leyes especiales tienen total primacía sobre las generales, las exenciones de la ley específica priman sobre las generales de la ley de ganancias y del IVA, salvo disposición expresa en contrario de estas últimas.

Cabe hacer notar que en el supuesto que una mutual estuviera realizando actividades fuera de su legítimo accionar, y que por lo tanto sustentaran una pretensión tributaria, fuerza es que la Autoridad de Aplicación se pronuncie en forma previa, siendo su pronunciamiento vinculante.

Si la Autoridad de Aplicación estableciera mediante decisión firme, que una mutual está realizando actividades fuera del objeto de la ley y estatutos, entonces la cuestión fiscal quedaría sin discusión alguna. Pero decidir acerca de la situación tributaria sin el pronunciamiento previo de la Autoridad de Aplicación, no solo contraviene expresamente las disposiciones legales y la sentencia de la Corte, sino que agravia también el razonamiento jurídico, y aún el lógico.

En efecto, si el Estado Nacional (DGI), resolviera que la actividad de la Mutual no se condice con la ley, y el Estado Nacional (INAES) se pronunciara resolviendo que la actividad está perfectamente encuadrada en la ley, quedaría claro que esa mutual no sería parte en el litigio. Se trataría de una contienda del Estado contra sí mismo. Estaríamos en presencia de actos administrativos emanados de quien no tiene competencia para ello, omitiéndose dar participación a quien por ley es el único autorizado.

Finalmente, debe entenderse claramente que la DGI no otorga la exención del impuesto. Una autoridad administrativa no tiene competencia, ni siquiera capacidad jurídica, para eximir de tributos. Dicha capacidad jurídica y competencia emana de la Constitución Nacional, y sólo la tiene el Congreso de la Nación. El fisco nacional sólo reconoce la exención, verificando que los supuestos formales para la procedencia de la misma se hayan cumplido.

La exención que ampara a las mutuales proviene de la ley 20.321, por el simple hecho de ser asociación mutual reconocida e inscripta. Esa es la formalidad que debe verificar la DGI, y estas entidades están obligadas a dar noticia al fisco nacional cuando dejen de funcionar como tal, sea por expiración del plazo de duración, o cuando le sea retirada la autorización, mediante acto administrativo firme proveniente de la Autoridad de Aplicación. En tal caso, el fisco nacional podrá dictar, legítimamente, una resolución en el sentido de las apeladas, tal como lo ha resuelto la jurisprudencia
. 

2.2. Las asociaciones sindicales con personería gremial

El organismo fiscal ha accionado en contra de algunas de estas entidades, por entender que realizan actividades al margen de su actividad específica. Por tal razón, sus actividades estarían alcanzadas con IVA.

En el caso particular de estas asociaciones, debe tenerse en cuenta que el Estado desea asegurar el bienestar general, valiéndose de entidades intermedias que no tienen fines de lucro, a las que promociona concediendo beneficios tributarios a través de las leyes específicas que regulan a cada una de ellas. Para ello, les permite disponer de patrimonios denominados de afectación, que les permita, mediante su explotación, obtener recursos para imputarlos al bien común.

Debe tenerse en cuenta que el Estado no intenta introducir una discriminación arbitraria entre los distintos sujetos económicos del país, sino compensar a quienes, a través de una determinada actividad comercial o industrial, en lugar de propender al beneficio y enriquecimiento personal de cada uno de sus miembros -caso de cualquier sociedad comercial o comerciante-, procuran coadyuvar con el Estado en el mejoramiento de la vida material y espiritual de la gente, subrogando a éste en una actividad que le es propia. 

2.2.1. La ley 23.551, de aplicación específica en asociaciones sindicales con personería gremial.

La ley 23.551 expresa que son derechos exclusivos de la asociación sindical con personería gremial, el constituir patrimonios de afectación que tendrán los mismos derechos que las cooperativas y mutualidades. Sus patrimonios estarán constituidos por las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los afiliados y contribuciones de solidaridad que pacten en los términos de la ley de convenciones colectivas, los bienes adquiridos y sus frutos, y las donaciones, legados, aportes y recursos no prohibidos por la ley.

La ley dispone que los actos y bienes de las asociaciones sindicales con personería gremial destinados al ejercicio específico de las funciones propias, estarán exentos de toda clase de gravamen, contribución o impuesto. No se requiere que aquéllos sean específicos de su actividad, sino destinados al ejercicio específico de sus funciones. 

La exención es automática y por la sola obtención de dicha personería gremial, lo que la exime de realizar cualquier tipo de actuación tendiente al dictado de un acto administrativo de reconocimiento de dicha exención, tal como lo tiene dicho la Corte

Como se ve, la ley prevé amplias exenciones a las actividades de estas asociaciones, que son medios para obtener los fondos necesarios para poder cumplir los fines sindicales.

Normalmente, con el solo aporte de los afiliados y con las eventuales donaciones, estas asociaciones no podrían brindar a sus afiliados los servicios que ofrecen.

Ello precisamente tuvo en mira el Poder Legislativo, que permitió que el sindicato obtenga tales fondos de los bienes adquiridos y sus frutos, y todos los recursos no prohibidos por la ley. Para evitar que aquéllos se vean disminuidos por la carga tributaria, el Congreso eximió de todo gravamen los actos y bienes de las asociaciones sindicales destinados al ejercicio específico de las funciones. Tales funciones son, entre otras, formular su programa de acción; realizar actividades lícitas en defensa de los intereses de los trabajadores; peticio​nar y representar los intereses de los afiliados; representar los intereses colectivos; promover la formación de sociedades coope​rativas y mutuales, el perfeccionamiento de la legislación labo​ral, previsional y de seguridad social, y la educación general y formación profesional de los trabajadores.

Si bien los razonamientos económicos no son sustento de pronunciamientos judiciales, debe considerase que estas asociaciones no compiten con los establecimientos comerciales privados, dado que brindan, a costo mínimo o nulo, beneficios a sus afiliados que ninguna actividad comercial privada hace. Esta desigualdad se neutraliza con la exención tributaria.

Estas asociaciones tienen además, conforme a la ley 23.551, los mismos derechos que las cooperativas y mutuales; entre ellos, el de estar plenamente exentos del impuesto a las ganancias (cfr. ley de ganancias, art. 20, incisos d) y g), referido a cooperativas y mutuales). En el caso particular de las mutuales, además les comprenden las disposiciones específicas de la ley 20.321, ya analizadas.

2.2.2. El caso particular del IVA: las asociaciones sindicales con personería gremial no se encuentran comprendidas en el art. 7°, inc. h), pto. 6), de la ley del IVA. 

Como vimos, la ley del IVA exime (art. 7º, inc. h), pto. 6, t.o. 1997), los servicios prestados por las entidades comprendidas en los incisos f), g) y m) del art. 20 de la ley de ganancias, cuando tales servicios se relacionen en forma directa con sus fines específicos.

En el inciso f), se enumeran distintas entidades, mencionándose las asociaciones gremiales. Un sindicato de trabajadores no es una asociación gremial, sino una asociación sindical de trabajadores con personería gremial, lo que jurídicamente es totalmente distinto.

Existe un sinnúmero de asociaciones gremiales, que tienen por objeto la defensa de diversos intereses que son comunes a un determinado grupo de actividades. Así, entidades gremiales de instituciones bancarias (Asociación de Bancos de la República Argentina), de comercio (Cámara de Comercio), de actividades industriales (Cámara de Industriales Metalúrgicos, Coordinadora de Productos Alimenticios), etc., las que normalmente se constituyen como entidades sin fines de lucro.

A estas entidades se refiere el inc. f) de la ley de ganancias, y a ellas se les aplica la limitación de la ley del IVA, ya que ninguna de ellas es una asociación sindical de trabajadores con personería gremial, la que sólo puede ser obtenida por los sindicatos regulados por la ley 23.551.

Puesto que la torpeza o imprevisión del legislador no constituyen pautas interpretativas, de ninguna manera cabe suponer que el  Congreso de la Nación utilizó términos genéricos, pretendiendo involucrar a las asociaciones con personería gremial, dentro de las simples asociaciones gremiales a las que se refiere el inciso f) de la ley de ganancias.

Es decir, las asociaciones sindicales de trabajadores con personería gremial tienen una exención de todo gravamen en virtud de una ley nacional que así lo establece, y por lo tanto se encuentran incluidas dentro de las previsiones del inciso b) del artículo 20 de la ley del impuesto, que exime del tributo a las ganancias de entidades exentas de impuestos por leyes nacionales.

De todos modos, aún cuando este inciso estuviere ausente en la ley de ganancias, estas asociaciones estarían exentas del impuesto a las ganancias, por imperio del art. 39 de la ley 23.551, cuya letra tiene una amplitud imposible de restringir o alterar por vía interpretativa.

Si el legislador hubiera querido limitar en forma específica el tratamiento exentivo de las asociaciones sindicales de trabajadores con personería gremial, habría dictado una ley específica que así lo regulara, lo que no hizo. La ley del impuesto a las ganancias es lo suficientemente clara al incluir dentro de sus exenciones genéricas, a aquellas exenciones específicas otorgadas mediante otras leyes no tributarias, como ser la ley 23.551, y esa claridad no fue nunca alterada mediante el dictado de otra ley de carácter modificatoria o limitativa.

Por tal razón, la ley del IVA, en cuanto a la limitación a la exención que introduce en el artículo comentado, resulta inaplicable a las asociaciones sindicales con personería gremial.

2.2.3 La autoridad de aplicación en el caso de las asociaciones sindicales con personería gremial. La exención contenida en la ley del IVA en el artículo 7°, inc. h), pto. 6
La equivocada tesis fiscal pretende la prevalencia de la ley del IVA sobre las específicas regulatorias de cada actividad; pero aún así, tampoco acierta el fisco cuando, además de encuadrar a las asociaciones que comentamos en un artículo errado de la ley de ganancias, pretende por sí y ante sí determinar si –en el caso de los sindicatos- les cabe o no la exención del IVA, por determinadas actividades.

La ley del IVA expresa que los servicios prestados por obras sociales creadas o reconocidas por normas legales nacionales o provinciales, por instituciones, entidades y asociaciones comprendidas en los incisos f), g) y m) del artículo 20 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 1997 y sus modificaciones, por instituciones políticas sin fines de lucro y legalmente reconocidas, y por los colegios y consejos profesionales, cuando tales servicios se relacionen en forma directa con sus fines específicos. Ya hemos visto que las asociaciones sindicales no están comprendidos en los incisos citados.

De todas maneras, aunque lo estuvieran, también hemos dicho que determinar que un servicio se relaciona o no con el fin específico de una entidad, es materia opinable. Nuevamente, sería ésa la cuestión a dilucidar, faltando resolver quién es el organismo competente autorizado para decidir al respecto. 

Reiteramos que debe tenerse presente que se trata de una actividad que mereció especial regulación por parte del Congreso de la Nación, con una autoridad oficial de aplicación, designada en el  Ministerio de Trabajo de la Nación.

La ley ordena que el control de las asociaciones sindicales estará  a cargo exclusivo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. El Poder Judicial sólo podrá intervenir una vez agotada la instan​cia administrativa, y frente a resoluciones definitivas administrativas.

Ordena la ley que es competencia exclusiva de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo conocer en los recursos contra resoluciones administrativas definitivas que decidan sobre el otorgamiento, de personería gremial, encuadramiento sindical u otros actos administrativos de igual carácter, una vez agotada la instancia administrativa
Respecto de la actuación del Ministerio de Trabajo de la Nación, y refiriéndose a la ley 23.551, dijo la Corte Suprema de Justicia que ello constituye el ejercicio irrenunciable del control de legalidad (que no es un derecho de la administración, sino un deber de ésta) que corresponde a aquél por imposición legal. La Corte dejó sin efecto la resolución del juez que pretendió detraer de la competencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, en forma genérica, el ejercicio de las funciones que le competen, dejando constancia que luego de ser ejercidas, pueden ser objeto de revisión judicial
.

Si la Autoridad de Aplicación estableciera mediante decisión firme que un determinado sindicato realiza una prestación de servicios no relacionada con sus fines específicos, entonces la cuestión fiscal quedaría sin discusión alguna. Pero debemos repetir que, entablar este litigio sin el pronunciamiento previo de la Autoridad de Aplicación, contraviene expresamente las disposiciones legales y la sentencia de la Corte, y agravia también el razonamiento lógico y el jurídico .

Reiterando lo dicho en materia de mutuales, si el Estado Nacional (DGI), resolviera que el pretendido servicio de una asociación sindical con personería gremial no se relaciona con los fines específicos sindicales, y el Estado Nacional (Ministerio de Trabajo de la Nación), se pronunciara que la actividad está perfectamente encuadrada en los fines por ser un modo de obtener recursos, quedaría claro que la contienda sería del Estado contra sí mismo. Ello, porque se estaría en presencia de pronunciamientos, resoluciones y sentencias de quienes no tienen competencia para ello, sin intervención de quien por ley es el único autorizado. 

Elevadas razones de seguridad jurídica, valor al que la Corte asignó jerarquía constitucional
, aconsejan que el organismo recaudador proceda conforme a la competencia que la ley le asigna, respetando la que otros organismos oficiales tienen por ley, para evitar subvertir el ordenamiento que en derecho corresponde. Y si el organismo recaudador persiste en su actitud, corresponde que la justicia ponga inmediatamente las cosas en el sitio del que no debieron salir, tal como lo ha aconsejado oportunamente el servicio jurídico oficial de la DGI, en pronunciamientos como los citados en este trabajo.

3. LA LEY DE EMERGENCIA 25.414

Para reforzar nuestro análisis, resaltamos que el Congreso de la Nación, ni siquiera en graves situaciones de emergencia como las que motivaron el dictado de la ley 25.414, confirió facultades al Poder Ejecutivo Nacional para que pueda alterar las exenciones tributarias de las mutuales, o asociaciones sindicales con personería gremial.

El Punto II del artículo 1° de dicha ley, si bien otorgó amplísimas facultades al Poder Ejecutivo Nacional, le vedó expresa y explícitamente la posibilidad de eliminar exenciones relativas a estas entidades. Ordena la ley, en su artículo 1º: 

“Facúltase al Poder Ejecutivo Nacional al ejercicio de las siguientes atribuciones hasta el 1° de marzo de 2002: 

II. Emergencia pública: 

a) Crear exenciones, eliminar exenciones excepto aquellas que beneficien los consumos que integran la canasta familiar o las economías regionales, Sociedades Cooperativas, Mutuales, Asociaciones y Obras Sociales Sindicales;
Es claro que el Congreso decidió no modificar la exención que beneficia a las mutuales y asociaciones sindicales con personería gremial, ni siquiera aún en situación excepcional de emergencia. 

Este artículo nos informa que ni siquiera el Poder Ejecutivo Nacional puede dictar normas que creen o eliminen las exenciones acordadas por ley a las mutuales o asociaciones sindicales, lo no sólo abunda aún más la imposibilidad de la Administración Federal de Ingresos Públicos de disponer o modificar la legislación al respecto, ya que se trata de un organismo de inferior jerarquía; destaca una vez más la preeminencia de las leyes especiales de la actividad, sobre las generales del tributo.

4. LA INSTRUCCIÓN GENERAL 28/95. 

El organismo fiscal, a través de la Instrucción General 28/95 de la Subdirección General de Legal Tributaria, sostuvo, de acuerdo con el criterio sustentado por la Secretaría de Ingresos Públicos, que las disposiciones de la ley del impuesto al valor agregado, por tratarse de normas de carácter genérico, no afectan ni derogan beneficios concedidos a determinados sujetos por leyes especiales, las que de hallarse vigentes prevalecen sobre las previsiones de la ley del impuesto.

A modo de ejemplo, citó citar las leyes 14.613, relativas a la exención de impuestos a favor de las Asociaciones Cooperadoras Escolares; 16.656, art. 3°, inciso d), exención del impues​to a los réditos y de todo otro gravamen nacional a entidades civiles sin fines de lucro dedicadas a la educación, asistencia social y salud pública; 20.321, mutualidades; 23.569, art. 25, Universidades Nacionales, Régimen Económico Financiero.

Es claro que esta instrucción es aplicable a las mutuales, por la cita expresa que realiza, y al caso de las asociaciones gremiales regidas por la ley 23.551; recoge además lo dictaminado por el servicio jurídico oficial del organismo. La Dirección de Asesoría Legal de la DGI afirmó  que las exenciones contenidas en el inciso j) del art. 6°, como norma genérica, en ningún caso deben tomarse como limitativas de beneficios más amplios acordados por disposiciones específicas, sobre todo considerando que tanto el otorgamiento como la deroga​ción de exenciones debe establecerse por acto legal expreso y no a través de criterios interpretativos.  

Advirtió el citado pronunciamiento que la superposición de normas, tan común en las leyes impositi​vas, no implica que las mismas sean excluyentes, debiendo en estos casos respetarse el principio jerárquico que da prioridad a la ley específica que ampara a las asociaciones de que se trata sobre la general del tributo. Esta superposición de ninguna manera produce incompatibilidad, sino que por el contrario conlleva una complementariedad que conduce a dar prevalencia -en el caso- a la exención contenida en el artículo 39 de la ley n° 23.551, por ser una norma específica la que aún conserva su vigencia en plenitud
 

4.1. La obligación jurídica de acatamiento a las disposiciones de la Ins. Gral. 28/95

La DGI es un organismo público estatal; como tal, su proceder está totalmente sujeto a y reglado por las leyes que lo rigen, y para la finalidad que las mismas disponen. La Corte ha dicho que es principio de derecho común que el mandatario sólo puede hacer aquello a que se halla expresa o implícitamente autorizado por su mandato, y este principio es el mismo que sirve de base a la interpretación de los poderes en el orden constitucional. Sólo a las personas en el orden privado es aplicable el principio de que nadie puede ser obligado a hacer lo que la ley no manda, ni privado de hacer lo que la ley no prohibe; pero a los poderes públicos no se les puede reconocer la faculta de hacer lo que la Constitución no les prohibe expresamente sin invertir los roles respectivos de mandante y mandatario y atribuirles poderes ilimi​tados. Es de la esencia del sistema constitucional que nos rige la limitación de los poderes públicos a sus atribuciones y facul​tades demarcadas como derivadas de la soberanía del pueblo por su expreso consentimiento".
 

Al fisco nacional le está todo prohibido, salvo lo que la ley específicamente permite, o mejor, ordena que haga. 

Así, su accionar está regido por la ley 11.683, su regla​mento, y demás decretos dictados en concordancia, como el Dto. 1237/91, mediante el cual el Poder Ejecutivo fijó cuidadosamente las misiones y funciones de la DGI, precisando sus alcances.

De acuerdo a la ley 11.683 (art. 9, t.o. vigente en 1978), el Director General de la DGI y los Subdirectores Generales tienen la función de jueces administrativos, lo que no significa que sean jueces en el sentido estricto del término. Esa denominación es utilizada a la ley para determinar cuáles son los funcionarios habilitados para dictar determinados actos administrativos; caso contrario, el acto será nulo por incompetencia del funcionario que lo dictó. Tales actos son la determinación de oficio del gravamen, aplicación de sanciones, resolución de recursos de reconsideración, resolver demandas de repetición (art. 9° ley citada), librar boletas de deuda y reconocer exenciones la da la ley (arts. 3 y 8, decreto 1397/79, reglamentario de la ley 11.683). En otras palabras, en las materias glosadas, la palabra oficial del organismo sólo podrá emanar de un juez administrati​vo; dicho de otro modo, cuando un juez administrativo se expida, esa será la palabra oficial del organismo.

El Subdirector General de Legal Tributaria es juez administrati​vo, porque así lo establecía la ley en su art. 9°, y tenía y tiene facultad para recono​cer exenciones. Ello hizo a través de la Ins. Gral. 28/95.

Por otra parte, la ley 11.683 (siempre t.o. 1978, vigente al momento del dictado de la Instrucción General 28/95), facultaba al Director General a dictar disposiciones de organización inter​na (art. 6°), facultades que hoy tiene la Administración Federal de Ingresos Públicos (Dto. 618/97).

Vamos ahora al Dto. 1237/91 ya citado: conforme sus anexos (cfr. boletín DGI n° 453, p.867), el Poder Ejecutivo Nacional asignó a la Subdirección General Legal Tributaria de la DGI como "Respon​sabilidad Primaria", secundar al Director General en lo relativo  las cuestiones de naturaleza legal tributaria, y como "Acciones", efectuar la interpretación de las normas legales y técnico tribu​tarias a fin de proyectar las instrucciones que tiendan a unifor​mar criterios de aplicación y asesorar a la Dirección General en todo lo concerniente a esa materia; y representar y patrocinar al fisco nacional en los juicios de contenido tributario.

Ahora bien, en uso de las facultades legales citadas, y en cum​plimiento del Dto. 333/85 ("Normas para la elaboración, redacción y diligenciamiento de los proyectos de actos y documentación administrativos") el Director General dictó la Disposición 6497, del 09/01/87. En su art. 1° ordena que las normas, actos y disposiciones que se dicten tendrán la denominación, definición, alcance y numeración que allí se consignan. El inc. j) de dicha Disposición expresa que las instrucciones generales, son normas de carácter interno de procedimiento o trámite de cumplimiento obligatorio por parte de las dependencias correspon​dientes de la jurisdicción de quien la emite.

La Instrucción General 28/95 fue dictada por el funcionario competente para ello según el decreto del Poder Ejecutivo Nacio​nal, funcionario que además es juez administrativo por expresa disposición legal. La norma bajo análisis es de cumplimiento obligatorio, conforme lo dispuso el Director General en uso de facultades legales. Por imperio legal, jurídicamente debe ser acatada por todas las dependencias fiscales, al menos, hasta su derogación.

Prueba la obligatoriedad de la citada instrucción el hecho de haber sido derogada -obviamente, con efecto hacia el futuro, por tratarse de una cuestión interpretativa- el 03/07/00 por la Inst. Gral. de la AFIP nº 05/00; nótese que fue necesario el dictado de una norma positiva, para abrogar otra norma positiva. Ello es así, puesto que no se trata de un simple criterio o dictamen, sino de una norma jurídica, dictada por autoridad competente en uso de sus legítimas atribuciones lega​les, que sólo puede ser dejada sin efecto por otra norma de similar jerarquía, y que no puede ser desconocida sin previo debate y declaración de ilegalidad o inconstitucionalidad
Resulta inadmi​sible que el Estado Nacional (en este caso, un organismo público, la DGI), que rige su accionar por específicas disposiciones emanadas de la ley, la reglamentación que de ella hizo el Poder Ejecutivo, y las disposiciones dictadas en su consecuencia, actúe en juicio en franca contravención a ellas.

Las normas dictadas por la DGI en función de los arts. 6 (reglamentación interna), 7 (reglamentación externa) y 8 (normas intepretativas) de la ley 11.683 (t.o. 1978), o por la AFIP en ejercicio de idénticas funciones y artículos, pero del Dto. 618/97, son normas positivas que no pueden ser desconocidas sin previo debate y declaración de ilegalidad
.

En cuanto a su consideración por parte de los tribunales, la Corte tiene dicho desde antiguo que la interpretación de la ley hecha por el Poder Ejecutivo puede ser considerada en los casos en que es favorable a los contribuyentes, y debe servir de base para el ajuste de su con​ducta y de la que deben observar las reparticiones administrati​vas
.

Dicha instrucción general, norma positiva dictada de acuerdo a facultades delegadas en el organismo fiscal por el Congreso Nacional, ampara a las entidades que analizamos, sin perjuicio del resto, en cuanto interpreta que las disposiciones de las  leyes especiales tienen preeminencia sobre la general del impuesto al valor agregado.

4.2. La derogación de la I.G. 28/95

Señala autorizada doctrina
 que conforme el criterio de la ultraactividad sustentada por la Corte, los cambios en los criterios interpretativos rigen hacia el futuro, aunque hubiere mediado error en los funcionarios, por cuanto exigencias notorias tanto de la estabilidad de los negocios jurídicos como del orden justo de la coexistencia, imponen el reconocimiento de la existencia de agravio constitucional en la reapertura de cuestiones definitivamente concluídas y sobre la base de una modificación posterior e imprevisible del criterio pertinente en la aplicación de las leyes que rigen el caso
. Así, la Corte declaró que dictada una resolución por el director de la Dirección General Impositiva, sentando el criterio de que ciertos ingresos no estaban sujetos a impuesto, crea a favor del particular un derecho del cual no puede ser privado por otra resolución del mismo organismo, fundada en una distinta interpretación de las leyes impositivas
.

La interpretación dada por la Ins. Gral. 28/95 consagró un derecho, que no puede ser desconocido sin agravio constitucional, por ser una norma positiva dictada en uso de facultades regladas por el entonces vigente art. 6° de la ley 11.683.

Estas razones permiten concluir que hasta la derogación de la Ins. Gral. 28/95, las dependencias fiscales estaban obligadas a sujetarse a sus disposiciones.

5.  EL DICTAMEN 46/02 DE LA PROCURACIÓN DEL TESORO DE LA NACIÓN.

En este dictamen la Procuración señala la primacía de las disposiciones de las leyes especiales sobre las generales del IVA; así, basando sus conclusiones, entre otras consideraciones, en la exégesis del artículo incorporado por la ley 25063 a continuación del artículo 7 de la ley de impuesto al valor agregado, que hace expresa referencia a exenciones dispuestas por otras leyes nacionales -generales, especiales o estatutarias.
Apuntó el dictamen que ese precepto ha llevado a autorizada doctrina a sostener que, con posterioridad al dictado de la ley 23871 que generalizó el impuesto al valor agregado a partir del 1 de diciembre de 1990, el legislador admitió, en oportunidad de modificar nuevamente el texto de la ley de ese tributo, la existencia de exenciones contenidas en otras normas. 
En el citado dictamen, se analizó si una exención del impuesto a los réditos a una fundación sin fines de lucro, sigue vigente, y si tiene prevalencia sobre las disposiciones más generales del impuesto al valor agregado, a lo que se opuso el fisco nacional, en atención al dictado de la Ins. Gral 5/00 (derogatoria de la 28/95)

En primer lugar, la Procuración advirtió con sorpresa que la propia Dirección Nacional de Impuestos (órgano asesor de la Secretaría de Ingresos Públicos) contradice la posición de la DGI, y  entendió que las normas específicas de la ley 16.656 prevalecen sobre las disposiciones de la ley del IVA, que son más restringidas en cuanto a la exención. En segundo lugar, la Procuración no dejó de señalar que la Instrucción General 5/00 dejó sin efecto la anterior 28/95 “... sin que mediara cambio legislativo”. 

En otras palabras, que el fisco nacional, inexplicable e infundadamente, cambió el criterio sostenido en la Ins. Gral. 28/95 que, vale recordar, es el criterio de la Secretaría de Ingresos Públicos, sin razón ni fundamento alguno.

Nuevamente, no podemos sino conjeturar acerca de las razones de la derogación. Y ellas no pueden ser otras que “de conveniencia” de algún amigo del poder, que tuvo la suficiente influencia para torcer un acertado criterio jurídico. Lamentablemente, este tipo de presunciones tienen andamiento cuando el fisco no motiva sus actos, como en derecho corresponde y la ley ordena.

6. LA REFORMA A LA LEY DEL IVA POR LA LEY 25.063

Las razones apuntadas se ven avaladas por la actuación del Congreso Nacional. En efecto, puesto que no cabe presumir la torpeza en el legislador, si el Congreso, al dictar una ley tributaria que restringe, acota o deroga una exención especial y más amplia dispuesta por otra ley, tiene la intención que esta última no sea aplicable, entonces lo dice expresamente, sin dejar margen a dudas o posibles interpretaciones.

Como ejemplo, nada mejor que la propia ley del IVA: el Congreso de la Nación, por ley 25.063 (B.O. 30.12.98) gravó con IVA a la medicina prepaga en general (servi​cios de asistencia sanitaria, médica y paramédica), con la sola excepción de las obras sociales regidas por la ley 23.660 en cuanto sean brindados a sus afiliados. El legislador tuvo en cuenta que los servicios de entidades exentas pueden ser brindados indistintamente a afilia​dos y quienes no lo son. Por tal razón, dispuso en la letra de la ley, explícita y expresamente que no serían de aplicación las exenciones dispuestas por otras leyes nacionales -generales, especiales o estatutarias-, decre​tos o cualquier otra norma de inferior jerarquía, que incluyan taxativa o genéricamente al IVA, excepto las otorgadas en virtud de regímenes de promoción económica, tanto sectoriales como regionales y a las aseguradoras de fondos de jubilaciones y pensiones y aseguradoras de riesgos del trabajo. (art. incorporado a continuación del art. 7 de la ley del IVA por el punto e) 6. del art. 1º de la ley 25.063).
En virtud de esta expresa y clara letra de la ley, las obras sociales regidas por la ley 23.660 continuarán exentas de tribu​tar el IVA, pero en tanto y en cuanto el servicio sea brindado al afiliado; caso contrario, procederá el impuesto. No podrán oponer la exención que les acuerda la ley específica, porque así lo dice literalmente la ley del IVA. Parece no haber margen para oponer en este caso, la amplia exención de la ley 23.660 u otras.

Este ejemplo demuestra claramente que las disposiciones de la ley del IVA sólo será de aplicación a todos aquellos casos en que no exista una ley especial vigente que acuerde un beneficio más amplio y mayor. Las leyes específicas en cuanto a mutuales y asociaciones sindicales con personería gremial están vigentes, acuerdan beneficios más amplios y mayores, y sus disposiciones prevalecen sobre la ley del impuesto al valor agregado.

Y si ese beneficio debe ser eliminado, o disminuido de alguna forma, es necesario que la ley especial lo señale explícitamente, tal como lo demuestra la legislación comentada.

Este criterio ha sustentado inva​riablemente la Corte, señalando que la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo que la interpretación debe evitar asignar a la ley un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptar como verdadero el criterio que las concilie y deje a todas con valor y efecto
 Tam​bién ha dicho que la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada norma por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se entiendan teniendo en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar en su ordenada estructuración
 

En síntesis, cuando el Congreso de la Nación sanciona una ley tributaria general que restringe o limita beneficios más amplios que los acordados por otra norma de similar jerarquía y específica, lo dice expresamente. Ante la ausencia de tales disposiciones expresas, el beneficio más amplio y mayor dispuesto por la ley específica está plenamente vigente, pues no ha sido derogado o limitado por la ley general.

Este es el razonamiento recto y adecuado, y que ha sido expuesto por las propias autoridades tributarias, conforme se ha señalado más arriba, lo que deja sin sustento la teoría fiscal en cuanto a la prevalencia de las disposiciones generales tributarias sobre las leyes especiales que regulan este tipo de actividades.

CONCLUSIONES 

En el presente trabajo hemos analizado el alcance de las facultades fiscales de la AFIP-DGI, en cuanto a dictar pronunciamientos con validez jurídica, en relación a las exenciones tributarias que alcanzan a entidades, cuya regulación está dispuesta oficialmente, mediante ley del Congreso, con una Autoridad de Aplicación también dispuesta oficialmente.

Lo hemos ejemplificado, recurriendo a un caso concreto, cual es la polémica surgida acerca de la exención para los seguros de sepelio, en relación a la dispensa que la ley del impuesto al valor agregado preveía para los seguros de vida de cualquier tipo.

Seguidamente, estudiamos los casos de asociaciones mutuales y asociaciones sindicales con personería gremial, con la particularidad que en este último supuesto, ni siquiera le es aplicable el alcance de la limitación del IVA que pretende el fisco nacional. Las conclusiones obtenidas para estos casos, pueden extenderse sin dificultad alguna a otros tipos de entidades, como cooperativas, fundaciones, etc. 

Concluimos en primer lugar que las disposiciones de las leyes especiales tienen primacía sobre las generales del tributo, tal como acertadamente lo señalara la Ins. Gral. 28/95 de la DGI y el dictamen 46/02 de la Procuración Tesoro. La orfandad de razones que exhibe la Ins. Gral. 5/00, que dejó sin efecto la 28/95, corroboran esta afirmación y dan mayor sustento al razonamiento expuesto.

En segundo lugar, concluimos que salvo pronunciamiento previo y firme de la Autoridad de Aplicación creada por la ley, el fisco nacional carece de competencia para denegar exenciones tributarias, o revocar las existentes, que en el caso de este tipo de entidades vienen acordadas por la ley específica.

Ello, porque la Autoridad de Aplicación creada por el legislador para actuar en el marco de su competencia específica, tiene facultades exclusivas y excluyentes, que el organismo fiscal no puede desconocer, sin violencia del orden jurídico.

En tal sentido, la Superintendencia de Seguros es a la ley 20.091, lo que la AFIP es a la  11.683; idéntica naturaleza jurídica revisten el INAES en relación a la ley 20.321, y el Ministerio de Trabajo de la Nación, respecto de la ley 23.551

Cuando la dispensa o beneficio fiscal no surja de la ley específica, sino de la propia ley de ganancias, pero la actividad esté oficialmente regulada, con autoridad de aplicación creada por ley, forzoso será el pronunciamiento previo de dicha autoridad, a la hora de dilucidar si la entidad analizada se ha apartado de su finalidad legal.

Caso contrario, el accionar del fisco nacional viola la ley, so color de cumplirla. Ello, porque se estaría arrogando una competencia de la que carece totalmente -lo que así ha sostenido el propio servicio jurídico oficial de la DGI-, por lo que tal conducta sería inexcusable; y porque no estaría efectuando una denuncia ante el organismo competente, como es su deber y obligación.
Actuando conforme su competencia, el fisco nacional no sólo encuadrará su actividad en los carriles legales, sino que evitará situaciones que puedan afectar uno de los elementos considerados imprescindibles para el normal desarrollo y adecuado crecimiento de cada actividad, según la ley que las regula. 

RESUMEN

Hemos de analizar el alcance de las facultades fiscales de la AFIP-DGI, en relación a las exenciones tributarias que alcanzan a entidades, cuya regulación está dispuesta oficialmente, mediante ley del Congreso, con una Autoridad de Aplicación también dispuesta oficialmente.

Veremos que el fisco nacional carece de competencia para resolver en estos casos con validez jurídica, sin el pronunciamiento previo y necesario, que deberá estar firme, de la Autoridad de Aplicación del caso que se trate, que tendrá carácter vinculante.

Para mejor explicarnos, hemos recurrido a un caso concreto, cual es la exención para los seguros de sepelio, en relación a la dispensa que la ley del impuesto al valor agregado preveía para los seguros de vida de cualquier tipo.

A continuación, estudiamos los casos de asociaciones mutuales y asociaciones sindicales con personería gremial, advirtiendo una situación particular para los entes sindicales, derivado del erróneo encuadramiento que, en el impuesto a las ganancias –con implicancias en el IVA- formula el fisco nacional. Obtendremos conclusiones que pueden extenderse a otros tipos de entidades, como cooperativas, fundaciones, etc. 

Así, la primera conclusión es que las disposiciones de las leyes especiales tienen primacía sobre las generales del tributo, tal como lo sostuvieran la Ins. Gral. 28/95 de la DGI y el dictamen 46/02 de la Procuración Tesoro. La ausencia total de razones que exhibe la Ins. Gral. 5/00, que dejó sin efecto la 28/95, corroboran esta afirmación y refuerzan el razonamiento expuesto.

La segunda conclusión, es que salvo pronunciamiento previo y firme de la Autoridad de Aplicación creada por la ley, el fisco nacional carece de competencia para denegar exenciones tributarias, o revocar las existentes, que en el caso de este tipo de entidades vienen acordadas por la ley específica.

Resaltamos que la Autoridad de Aplicación creada por el legislador para actuar en el marco de su competencia específica, tiene facultades exclusivas y excluyentes, que el organismo fiscal no puede desconocer, sin violencia del orden jurídico.

En tal sentido, notamos que la Superintendencia de Seguros es a la ley 20.091, lo que la AFIP es a la  11.683; idéntica naturaleza jurídica revisten el INAES en relación a la ley 20.321, y el Ministerio de Trabajo de la Nación, respecto de la ley 23.551

Si la exención no surge de la ley específica, sino de la propia ley de ganancias, pero la actividad está oficialmente regulada, con autoridad de aplicación creada por ley, también será necesario el pronunciamiento previo de dicha autoridad, para resolver si la entidad analizada ha transgredido su finalidad legal.

Advertimos que en caso contrario, el accionar del fisco nacional viola la ley, so pretexto de cumplirla, al arrogarse una competencia de la que carece totalmente, por lo que tal conducta sería inexcusable; y porque no estaría efectuando una denuncia ante el organismo competente, como es su deber y obligación. 
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